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Panel integrado por su presidenta, la jueza Birriel Cardona, y el 

juez Bonilla Ortiz y la juez Cortés González. 

 

Birriel Cardona, Jueza Ponente 

 
S E NT EN C I A  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 20 de abril de 2021. 

 Comparece la señora Julissa Santiago Alvarado (“señora 

Santiago” o “apelante”) mediante un recurso de apelación y nos 

solicita que revisemos una Resolución dictada el 9 de diciembre 

de 2019 y notificada el 12 del mismo mes y año por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de Aibonito (“TPI”). En dicho 

dictamen, el TPI acogió el Informe y Recomendación realizado por 

la Examinadora de Pensiones Alimentarias (“Examinadora”) y le 

ordenó al señor Alfredo González Cruz (“señor González” o 

“apelado”) que cesara el pago de la pensión alimentaria 

provisional; ello, por razón de que la menor alimentista no se 

encontraba bajo la custodia física de la señora Santiago. 

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

REVOCA el dictamen recurrido. 
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-I- 

 Conforme surge del expediente ante nos, la señora Santiago 

y el apelado son padres de Julimar González Santiago, y de la 

menor J.P.G.S., quien actualmente tiene 17 años.  

 En lo aquí pertinente, el apelado presentó una Moción por 

Derecho Propio el 14 de febrero de 2019. Allí, le solicitó al TPI que 

lo eximiera del pago de pensión alimentaria de su hija, Julimar 

González Santiago, por ésta haber advenido a la mayoridad y ser 

estudiante universitaria. Asimismo, exigió la revisión de la pensión 

alimentaria que le fuere impuesta a favor de J.P.G.S., su hija menor. 

 El 28 de marzo de 2019, el foro primario dictó una 

Notificación-Citación en la cual apercibió a la señora Santiago de 

que, el 20 de mayo de 2019, se efectuaría una vista ante la 

Examinadora. De igual modo, se les advirtió a ambas partes que 

debían cumplimentar la Planilla de Información Personal y 

Económica (“PIPE”) y presentarla en la Secretaría del TPI, so pena 

de desacato.   

   Llegado el 20 de mayo de 2019, la Examinadora llevó a 

cabo la vista sobre revisión de pensión alimentaria. A dicha 

audiencia compareció el apelado, mientras que la señora Santiago 

se ausentó por encontrarse indispuesta de salud. Según se 

discutió, ambos estipularon —mediante Sentencia de 12 de enero 

de 2018— una pensión mensual de $1,073.83, desglosada en 

múltiples partidas. La pensión alimentaria fue estipulada de la 

siguiente manera:  

El demandado pagará el 50% de los gastos de la 
diferencia en matrícula por semestre de su hija 

menor y el pago de clases de intensivo (clase que 
toma como adelanto de 2 semanas). Depende del 

costo, aproximado de $700.00 a $800.00. Se coge 2 
veces en verano y en enero.  
 

El demandado pagará el 50% de los gastos de libros y 
materiales de su hija mayor. 
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El demandado pagará el 50% de los gastos escolares 

de su hija menor, a saber: 
  

(1) Efectos escolares 

(2) Uniformes 

(3) Cuotas de graduación  

El demandado aportará la cantidad de $147.50 del plan 
médico. 

 
Deudas actuales que el demandado reembolsará: 

 

(1) Mitad (½) de matrícula- $354.50. 

(2) Mitad (½) de libros- $72.00 

Para un total de $417.50, de los cuales se rebaja un 
crédito de $120.00, por lo que la deuda es de $297.50. 

 
El demandado pagará su celular que asciende 

aproximadamente a $76.62. 
 

El demandado pagará 50% del CRIM, el cual, por 
semestre, asciende a $44.00, dos veces al año.  

 
El demandado pagará los gastos personales y 

educativos antes mencionados, luego de que la 
demandante le entregue los correspondientes recibos. 

 

 Concluida la vista de revisión de pensión alimentaria, la 

Examinadora recomendó el cese provisional del pago de pensión 

a favor de la menor, fundamentándose en que ésta reside con su 

abuela materna. Además, indicó que la apelante no pernocta junto 

a la menor en una propiedad sita en Barranquitas, y por la cual el 

señor González satisface una pensión suplementaria de $483.50 

por concepto de hipoteca.  

 El 29 de mayo de 2019, y tras revisar el Informe realizado 

por la Examinadora, el TPI emitió una Resolución mediante la cual 

le impartió su aprobación al mismo.1 Por consiguiente, ordenó el 

cese provisional del pago de pensión alimentaria, efectivo a mayo 

de 2019. A su vez, reseñaló la vista ante la Examinadora para el 

25 de septiembre de 2019.   

 
1 Notificada el 7 de junio de 2019.  
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 Por su parte, el 27 de junio de 2019, la señora Santiago 

interpuso una Moción Asumiendo Representación Legal, Urgente 

Solicitud de Reconsideración y Vista; Solicitud de Revisión de 

Pensión Alimentaria. De entrada, reiteró que no pudo asistir a la 

vista del 20 de mayo de 2019 por motivos de salud. Sostuvo que 

procedía mantener en vigor la pensión alimentaria hasta el 25 de 

septiembre de 2019, puesto que el cese ordenado por el tribunal 

perjudica significativamente a J.P.G.S., quien cuenta con gastos 

relacionados al regreso a clases. Además, la señora Santiago 

destacó que el apelado debía continuar con su aportación mensual 

del préstamo hipotecario, correspondiente a la vivienda donde ella 

reside junto a su hija menor en Barranquitas. Finalmente, y en 

igual fecha, la apelante sometió su PIPE e incluyó los gastos de 

J.P.G.S. 

 El 20 de septiembre de 2019, el señor González presentó 

una Moción Informativa e indicó que auscultaba la posibilidad de 

aceptar capacidad económica, pero que aún necesitaba corroborar 

los gastos de la menor.  

 Así las cosas, el 25 de septiembre de 2019, se celebró la 

vista sobre pensión alimentaria, a la cual acudieron las partes con 

sus respectivos representantes legales. En la misma, tanto el 

señor González como la señora Santiago prestaron testimonio. 

Igualmente, la señora Carmen Alvarado Hernández, quien es 

madre de la apelante y abuela materna de la menor J.P.G.S., 

testificó en la vista.2  

 Concluida la vista, el 15 de octubre de 2019, la Examinadora 

emitió un Informe y Recomendación mediante el cual se sostuvo 

en su recomendación sobre el cese provisional de pensión 

 
2 A los fines de atender el recurso de autos, escuchamos la regrabación de la vista a 
través del sistema “For the Record”.   
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alimentaria y, en consecuencia, refirió el caso para el trámite 

judicial ordinario. Por consiguiente, determinó que le correspondía 

a la abuela solicitarles una pensión alimentaria a los padres de la 

niña; esto, por considerar que ella es la persona con legitimación 

para instar un reclamo de alimentos.  

 Arribó a la anterior determinación luego de quedar 

convencida de que la señora Carmen Alvarado Hernández, abuela 

materna de J.P.G.S., ostenta la custodia de la menor. Fundamentó 

su posición en el hecho de que el testimonio prestado por la 

apelante no le mereció credibilidad, pues, según expresó en el 

Informe y Recomendación, quedó establecido que la apelante 

convive con su pareja consensual desde noviembre de 2018. En 

vista de lo anterior, coligió que, debido a esta realidad, resultaba 

evidente que la menor J.P.G.S. residía con su abuela materna. 

Específicamente, la Examinadora concluyó del siguiente modo 

(citamos in extenso): 

Nuestra apreciación de la prueba nos lleva a concluir 

que, desde que la [apelante] inició su relación con su 
pareja consensual, las jóvenes tomaron la decisión de 
vivir en el hogar de su abuela materna. Concluimos 

que la testigo trató de hacer una distinción entre la hija 
adulta y la menor a los fines de que el tribunal 

determine que [J.P.G.S.] pernocta ocasionalmente en 
el hogar.  

 
El testimonio de la abuela materna no puede 

conciliarse con el de la [apelante]. La [apelante] 
reconoció que, durante la semana, ella pernocta con 

su compañero consensual en el Bo. Bermejales en 
Orocovis, Puerto Rico. No mencionó a la alimentista. 

¿Dónde se queda la alimentista, si no es con su abuela?  
 

[…] 
 

Se determina que la menor alimentista no está 
bajo la custodia física de la promovida, por lo que 
no procede la solicitud de alimentos de la señora 

Santiago. En todo caso, lo que procede es que la 
abuela materna determine si les solicita 

alimentos a ambos. (Énfasis nuestro).  
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 Atendido el Informe y Recomendación de la Examinadora, 

el TPI emitió el 28 de octubre de 2019 una Orden3 a través de la 

cual proveyó a las partes un término de veinte (20) días para 

que expresaran las razones por las que no procedía acoger las 

recomendaciones de la Examinadora, particularmente aquella 

sobre el cese provisional de la pensión alimentaria; lo anterior, 

amparándose en el hecho de que la menor no se encuentra bajo 

la custodia física de la apelante.  

  Según lo ordenado, el 13 de noviembre de 2019, la señora 

Santiago instó una Moción en Cumplimiento de Orden; Solicitud 

de Orden; en su Defecto, Urgente Solicitud de Referido a la Unidad 

de Trabajo Social para Informe Social Forense. En términos 

generales, arguyó que la adjudicación de custodia le correspondía 

al Tribunal, por tratarse de una función judicial. Asimismo, planteó 

que la Examinadora se equivocó al determinar que la menor se 

encuentra bajo la custodia de la abuela materna, cuando lo cierto 

es que la niña vive con su madre en Barranquitas. Además, le 

suplicó al TPI que refiriera el caso a la Unidad de Trabajo Social 

para que se realizara un Informe Social Forense. Finalmente, 

solicitó el restablecimiento de la pensión alimentaria; o en su 

defecto, el pago del 50% de la hipoteca desde mayo 2019 hasta 

el presente, más el pago del seguro médico.  

 Luego de evaluar esta moción, el 9 de diciembre de 2019, 

el TPI dictó una Resolución donde acogió las recomendaciones de 

la Examinadora. De este modo, ordenó el cese del pago de 

pensión alimentaria provisional por el señor González y se 

reafirmó en que la menor se encuentra bajo la custodia de su 

abuela.  

 
3 Vale destacar que el apelado no compareció.  
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  Ante tal proceder, la señora Santiago presentó una solicitud de 

reconsideración el 19 de diciembre de 2019; empero, el TPI se rehusó 

a modificar su dictamen y así lo notificó el 27 de diciembre de 2019.  

 Aún inconforme, la señora Santiago acudió ante nos 

mediante el recurso de epígrafe y le imputó al TPI la comisión de 

los siguientes errores: 

ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 

ORDENAR EL CESE PROVISIONAL DE LA PENSIÓN ALIMENTARIA 

EFECTIVO MAYO DE 2019, POR ENTENDER QUE LA MENOR ESTÁ 

NO ESTÁ BAJO LA CUSTODIA DE SU SEÑORA MADRE, LA 

PETICIONARIA, Y SÍ BAJO LA CUSTODIA DE SU ABUELA MATERNA, 

CUANDO LA PRUEBA TESTIFICAL PRESENTADA NO PERMITE LLEGAR 

A TAL CONCLUSIÓN.  

 
ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL ADOPTAR LAS 

DETERMINACIONES DE HECHO Y CONCLUSIONES DE DERECHO 

PRESENTADAS POR LA HONORABLE EXAMINADORA DE 

PENSIONES ALIMENTARIAS, EN LAS CUALES SE HACE UNA 

DETERMINACIÓN DE CUSTODIA; CUANDO EN ESTRICTO DERECHO 

ES UNA DETERMINACIÓN QUE ESTÁ RESERVADA PARA EL 

TRIBUNAL Y AL NO REFERIR EL ASUNTO A LA UNIDAD DE TRABAJO 

SOCIAL. 
 

 Por su parte, el señor González presentó su alegato en 

oposición el 25 de febrero de 2019. Recibida la oposición, 

decretamos perfeccionado el recurso y estamos en posición para 

adjudicar el mismo. 

-II- 

-A- 

 En nuestro ordenamiento jurídico, los menores tienen un 

derecho fundamental a recibir alimentos. Fonseca Zayas v. 

Rodríguez Meléndez, 180 DPR 623, 632 (2011). Este derecho es 

inherente al derecho fundamental a la vida, consagrado en la 

Carta de Derechos de nuestra Constitución. Díaz Ramos v. Celestino 

José Matta Irizarry, 198 DPR 916, 923 (2017); De León Ramos v. Navarro 

Acevedo, 195 DPR 157, 169 (2016); Santiago, Maisonet v. Maisonet 

Correa, 187 DPR 550 (2012); Llorens Becerra v. Mora Monteserín, 178 

DPR 1003 (2010); McConnell v. Palau, 161 DPR 734 (2004). 
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Consecuentemente, la obligación de los padres de proveer 

alimentos a sus hijos menores está revestida del más alto interés 

público. Franco Resto v. Rivera Aponte, 187 DPR 137 (2012); 

Llorens Becerra v. Mora Monteserín, 178 DPR 1003 (2010); Ferrer 

v. González, 162 DPR 172 (2004); Amadeo v. Santiago Torres, 

133 DPR 785 (1993). Ello resulta así, debido a que procurar el 

mejor interés y bienestar de los menores “[…] constituye un pilar 

fundamental de nuestra sociedad y se ha reconocido como parte 

integral de la política pública del Gobierno de Puerto Rico.” De 

León Ramos v. Navarro Acevedo, supra, a la pág. 169.   

 Por su parte, el deber de alimentar a los hijos menores de 

edad se impone a los padres como parte de la patria potestad y 

custodia.  Art. 153 del Código Civil, 31 LPRA sec. 601. Cónsono 

con lo anterior, la obligación de brindar alimentos a los menores 

de edad surge de la relación paterno-filial que se origina en el 

momento en que la paternidad o maternidad quedan 

establecidas.  Santiago, Maisonet v. Maisonet Correa, 187 DPR 

550 (2012). Consistentemente, en casos de alimentos, la política 

pública del Estado Libre Asociado de Puerto Rico es procurar 

“…que los padres o las personas legalmente responsables 

contribuyan, en la medida en que sus recursos lo permitan, a la 

manutención y bienestar de sus hijos o dependientes mediante el 

fortalecimiento de los sistemas y la agilización de los 

procedimientos administrativos y judiciales para la determinación, 

recaudación y distribución de las pensiones alimentarias.”  Art. 3 

de la Ley de ASUME, 8 LPRA sec. 502. De León Ramos v. Navarro 

Acevedo, supra, a la pág. 171.   

-B- 

 El Art. 13 de la Ley de Sustento de Menores establece que 

el Tribunal Supremo nombrará Examinadores, que estarán 
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adscritos al Tribunal de Primera Instancia, con el objetivo de 

presidir las vistas sobre pensiones alimentarias y filiación para 

asegurar que la tramitación de dicho procedimiento sea expedita 

y efectiva. 8 LPRA sec. 512.  Se requiere que los Examinadores 

estén admitidos al ejercicio de la abogacía en nuestra jurisdicción 

por lo menos tres años antes de su nombramiento. Íd.  

 A estos funcionarios se les ha conferido la autoridad para 

tomar juramentos, dirigir y agilizar el procedimiento de 

descubrimiento de información entre las partes, recibir testimonio 

u otra evidencia y establecer el récord del caso, entre otras 

facultades. Íd. Las recomendaciones de estos Examinadores 

contendrán determinaciones de hechos y conclusiones de derecho 

y se presentarán ante el juez del Tribunal de Primera Instancia 

que esté presidiendo el caso sobre pensión o filiación. Íd. También 

se les ha otorgado la facultad de considerar controversias 

contenciosas sobre paternidad, más no así de custodia o patria 

potestad. Íd., inciso (e). Al recibir un acuerdo de parte en torno 

al monto de pensión alimentaria, los Examinadores, a su 

discreción, podrán celebrar una vista informal para constatar que 

las necesidades del alimentista serán satisfechas adecuadamente 

y verificar la capacidad del alimentista para cumplir con la pensión 

acordada. Art. 14, 8 LPRA sec. 513.  

 Por otra parte, el Art. 18 de la Ley para el Sustento de 

Menores, que regula lo concerniente en torno al procedimiento 

judicial expedito celebrado ante los Examinadores de Pensiones 

Alimentarios, dispone que, luego de celebrarse la correspondiente 

vista, el Examinador someterá un informe al tribunal con sus 

recomendaciones, las cuales incluirán determinaciones de hecho 

y conclusiones de derecho. 8 LPRA 517(1). De plantearse alguna 

controversia compleja o presentarse un asunto relacionado con la 
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determinación de custodia o patria potestad, el Examinador 

recomendará que se emita una orden de pensión alimentaria 

provisional y referirá el caso para el trámite judicial ordinario. Íd.  

-III- 

 Al igual que lo hizo la señora Santiago, discutiremos ambos 

señalamientos de error en conjunto. En esencia, la señora 

Santiago arguye que la Examinadora se excedió en el ejercicio de 

sus facultades al realizar una determinación de custodia y concluir 

que la menor J.P.G.S. residía con su abuela materna. Según 

indicó, dicha facultad le correspondía exclusivamente al Tribunal, 

ya que, de conformidad con el Art. 13 de la Ley de Sustento de 

Menores, supra, los Examinadores de Pensiones Alimentarias 

están impedidos de considerar controversias contenciosas sobre 

custodia o patria potestad. En ese sentido, la apelante aseguró 

que el TPI incidió al aprobar el Informe preparado por la 

Examinadora y, de esta manera, ordenar el cese del pago de la 

pensión alimentaria provisional del señor González.  

 A juicio de la señora Santiago, resultó erróneo que el TPI 

acogiera las recomendaciones de la Examinadora; lo anterior, por 

razón de que las mismas se emitieron sin que esta última contara 

con autoridad para ello. Finalmente, la apelante reiteró que la 

menor J.P.G.S. se encuentra bajo su custodia, por lo cual señaló 

que la posición del señor González era producto de su renuencia 

a continuar pagando los gastos suplementarios de hipoteca.  

 Por su parte, el señor González defendió la corrección del 

dictamen recurrido e indicó que el TPI no erró al acoger las 

recomendaciones vertidas en el Informe de la Examinadora. 

Añadió que la adjudicación de credibilidad efectuada por el TPI no 

debe ser sustituida por este Foro Intermedio, y que la actuación 

de la Examinadora no excedió las facultades de su posición. 
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Adicionalmente, atestó que la abuela materna es quien ostenta la 

custodia física de la menor.  

 En el presente caso, surge de los hechos que se suscitó una 

controversia contenciosa con respecto a quién posee la custodia 

de la menor J.P.G.S. para efectos de determinar cómo se 

impondrá la responsabilidad alimentaria a favor de ésta. Por tanto, 

se trata de una pugna que, según lo dispuesto en la Ley de 

Sustento de Menores, supra, se encuentra fuera de las facultades 

conferidas a los Examinadores de Pensiones Alimentarias, por 

tratarse de un asunto reservado a los tribunales. No obstante, el 

TPI delegó su autoridad, le impartió su aprobación al Informe 

emitido por la Examinadora, a pesar de que ésta dirimió una 

controversia de custodia para la cual no está facultada en Ley.  

 En vista de lo anterior, nos es forzoso concluir que los 

errores señalados por la señora Santiago fueron cometidos.         

-IV- 

 Por los fundamentos antes expuestos, se REVOCA la 

Resolución recurrida. En consecuencia, se deja sin efecto la Orden 

de cese de pago de pensión.  Se devuelve el expediente al Tribunal 

de Primera Instancia para que el magistrado a cargo paute y 

celebre vista en la que dilucide la controversia de umbral, lo que 

le permitirá disponer de la solicitud allí interpuesta. 

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 El juez Bonilla Ortiz concurre sin opinión escrita. 

 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


